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       SALA DE DECISIÓN CIVIL- FAMILIA 

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, mayo quince de dos mil nueve
Expediente 66001-22-13-004-2009-00048-00
Acta N° 202 de mayo 15 de 2009
Procede la Sala a decidir la acción de tutela que Bernardo Serna Montaño, por intermedio de apoderado judicial, ha instaurado frente al Juzgado Primero Civil del Circuito de esta ciudad, a la que fueron vinculados el Juzgado Segundo Civil Municipal de esta misma localidad y José Raúl Villegas Castro.
ANTECEDENTES
Por conducto de representante judicial, Bernardo Serna Montaño demandó la protección de los derechos fundamentales al debido proceso, a la defensa y el acceso a la administración de justicia vulnerados, dice, por el Juzgado Primero Civil del Circuito de Pereira. 
Explica que ese despacho judicial el 26 de febrero último decidió el recurso de apelación interpuesto por José Raúl Villegas Castro en el proceso que éste inició en su contra y en el que se dictó sentencia de primera instancia por el Juzgado Segundo Civil Municipal local (radicado 150-2006); que la alzada tuvo cimiento en que no podía haber operado la prescripción declarada por el juez de primera instancia, sino que se debía tener en cuenta la notificación por conducta concluyente desde el momento en que se solicitó el interrogatorio de parte extraprocesal del señor José Raúl Villegas Castro, esto es, desde el 24 de agosto de 2006; que el juzgado accionado revocó la sentencia de primera sede argumentando que había operado la interrupción natural, porque el señor Bernardo Serna reconoció la deuda desde el 24 de agosto de 2006, fecha en la que solicitó el interrogatorio de parte extraprocesal, además de que el poder otorgado por Bernardo Serna fue presentado en la notaría el 10 de agosto de 2006 y se reconoció el pago de intereses hasta abril de 2006, no obstante que el demandante omitió hacer la notificación en los términos previstos en la ley.
Agregó que la violación al debido proceso se ha constituido por: a) un defecto fáctico por la errada interpretación a las pruebas allegadas al proceso, ya que el juzgado demandado indicó que había operado la interrupción natural de la prescripción desde el 24 de agosto de 2006, fecha de solicitud del mencionado interrogatorio de parte, dada la finalidad del mismo que consistía en preconstituir una prueba anticipada  para iniciar proceso verbal de devolución de intereses cobrados en exceso en el contrato de mutuo garantizado con las letras de cambio, así como por el poder presentado en la Notaría Sexta del Círculo de Pereira desde el 10 de agosto de 2006, pero omitió la notificación que por conducta concluyente se hizo al demandado que no fue protestada por él; y b) un defecto sustantivo, pues la interpretación y aplicación de las normas resultan contrarias a los criterios mínimos de juridicidad y razonabilidad que orientan al sistema jurídico, en vista de que el  juez fue más allá de los fundamentos que sustentaron el recurso, como quiera que la interrupción natural de la prescripción no fue objeto de la alzada; trajo como sustento una decisión anterior de esta Corporación para concluir que el juez de segundo grado no podía pronunciarse respecto de la interrupción de la prescripción natural y mucho menos darle el alcance que le dio, y que en el interrogatorio  no se hizo reconocimiento expreso ni tácito de la obligación, como tampoco existe certeza de que se refiera a los mismos documentos (letras de cambio). Solicitó, en consecuencia, dejar sin efectos la decisión de segunda instancia y disponer que permanezca incólume la de primera.
Se dio trámite a la solicitud, se dispuso vincular al Juzgado Segundo Civil Municipal de esta ciudad y a José Raúl Villegas Castro y se decretó una inspección judicial al proceso ejecutivo seguido por éste frente al aquí accionante; a los vinculados y al juzgado demandado se les brindó término para pronunciarse; lo hizo únicamente, por conducto de asesor judicial, el señor Villegas Castro, para reprochar que no tuvo oportunidad de asistir a la práctica de la prueba de oficio señalada para el 5 de mayo, como que sólo se vino a enterar de lo pertinente el pasado día 11 e indicar que la demanda no está llamada a prosperar porque el actor ha dejado transcurrir el término para una acción de revisión que era. 
Ahora se procede a resolver, previas las siguientes
CONSIDERACIONES

En ejercicio de la acción constitucional que prevé el artículo 86 de la Constitución Nacional, y con el fin de que se le protejan sus derechos fundamentales al debido proceso, a la defensa y el acceso a la administración de justicia, Bernardo Serna Montaño demandó al Juzgado Primero Civil del Circuito de esta ciudad, porque estima que éste se los ha vulnerado, con la emisión del fallo de segunda instancia calendado a febrero 26 de 2009, que revocó el que había dictado, a su favor, el Juzgado Segundo Civil Municipal de esta misma ciudad el 11 de septiembre de 2008, en el proceso ejecutivo que en su contra adelantó José Raúl Villegas Castro.
Desde 1992, cuando con la sentencia C-543 se declaró la inexequibilidad de algunas normas del Decreto 2591 de 1991, viene haciendo carrera, que las providencias judiciales son pasibles de este excepcional mecanismo siempre que en ellas se incurra en una vía de hecho, que hoy ha hecho tránsito a lo que se conoce como causales especiales de procedibilidad de la acción de tutela sobre las que la Corte Constitucional ha dicho que:

“…todo pronunciamiento de fondo por parte del juez de tutela respecto de la eventual afectación de los derechos fundamentales con ocasión de la actividad jurisdiccional (afectación de derechos fundamentales por providencias judiciales) es constitucionalmente admisible, solamente, cuando el juez haya determinado de manera previa la configuración de una de las causales de procedibilidad; es decir, una vez haya constatado la existencia de alguno de los seis eventos suficientemente reconocidos por la jurisprudencia:  (i) defecto sustantivo, orgánico o procedimental;  (ii) defecto fáctico; (iii) error inducido; (iv) decisión sin motivación, (v) desconocimiento del precedente y (vi) violación directa de la Constitución”.
Eventos que ha definido así 
:

  “i) Defecto sustantivo, orgánico o procedimental: La acción de tutela procede, cuando puede probarse que una decisión judicial desconoce normas de rango legal, ya sea por aplicación indebida, error grave en su interpretación, desconocimiento de sentencias con efectos erga omnes, o cuando se actúa por fuera del procedimiento establecido
. 

ii) Defecto fáctico:  Cuando en el curso de un proceso se omite la práctica o decreto de pruebas o estas no son valoradas debidamente, con lo cual variaría drásticamente el sentido del fallo proferido
.

iii) Error inducido o por consecuencia: En la cual, si bien el defecto no es atribuible al funcionario judicial, este actuó equivocadamente como consecuencia de la actividad inconstitucional de un órgano estatal generalmente vinculado a la estructura de la administración de justicia
. 

iv) Decisión sin motivación:   Cuando la autoridad judicial profiere su decisión sin sustento argumentativo o los motivos para dictar la sentencia no son relevantes en el caso concreto, de suerte que puede predicarse que la decisión no tiene fundamentos jurídicos o fácticos
.

(v) Desconocimiento del precedente:  En aquellos casos en los cuales la autoridad judicial se aparta de los precedentes jurisprudenciales, sin ofrecer un mínimo razonable de argumentación, de forma tal que la decisión tomada variaría, si hubiera atendido a la jurisprudencia
. 

(vi) Vulneración directa de la Constitución: Cuando una decisión judicial desconoce el contenido de los derechos fundamentales de alguna de las partes, realiza interpretaciones inconstitucionales o no utiliza la excepción de inconstitucionalidad ante vulneraciones protuberantes de la Carta, siempre y cuando haya sido presentada solicitud expresa al respecto
”.

Lo que plantea el actor es que el Juzgado Primero Civil del Circuito incurrió en los dos primeros defectos que se acaban de detallar, en el sustantivo, porque en su sentir, la interpretación y aplicación de las normas contraría los criterios mínimos de juridicidad y razonabilidad que orientan al sistema jurídico; y en el fáctico por haber interpretado en forma indebida la prueba extraprocesal que se recogió en el proceso, esencialmente.
Mas, no ve la Sala que se estructuren en este caso, porque, el primero que se anuncia, esto es, el defecto sustantivo bajo el argumento de que el juzgado accionado fue más allá de los fundamentos en que se sustentó la alzada para hacer mención a la interrupción de la prescripción natural, pierde su contexto, si se tiene en cuenta que la sustentación de la alzada por parte del ejecutante descansó en los mismos argumentos que al funcionario de segunda instancia le sirvieron para concluir que la prescripción había sido interrumpida, a lo que se suma que también el recurrente citó para su defensa la norma que contempla la figura aludida, esto es, el artículo 2539 del Código Civil en que ancló el despacho la decisión que ahora se reprocha. Es decir, que el juez desató la alzada con apego a las normas que estimó aplicables al caso, bajo un razonado y serio análisis de la situación que se le planteó, explicando fundadamente cómo todo el acervo probatorio existente conducía a desechar las excepciones propuestas y a revocar el fallo de primera instancia.
  



Menos viene a traslucirse un defecto de orden fáctico si, como viene de verse, al margen de la alegación que tiene que ver con el momento mismo en que se tuvo al ejecutado como notificado del mandamiento ejecutivo, el juzgado derruyó con buen criterio las consideraciones en que el juzgado civil municipal cimentó su posición, analizando en conjunto el material probatorio a su alcance y dándole el valor que en su sano criterio debía dársele. 
 



Por más que la decisión del juez accionado se contraponga a los intereses del señor Serna Montaño, aquella forma de decidir no puede atacarse de incongruente, mucho menos de irrazonable, pues al contrario, escudriñó, siguiendo las pautas de la apelación, en los pormenores del negocio cambiario propuesto.
Y aunque para el actor las apreciaciones del funcionario de segunda sede no sean admisibles, en la medida en que constituyen una alternativa probable de solución del problema planteado y no se muestran arbitrarias, antojadizas o descabelladas, no le abren margen para utilizar la acción de tutela como si se tratara de una instancia adicional en los procesos, que no lo es.

Es decir, en últimas, que como ninguno de los defectos que se plantean en el escrito de tutela se ha presentado en este caso, no se infringieron los derechos cuya protección se reclama, lo que dará pie a que el amparo sea negado.

DECISIÓN

En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, NIEGA el amparo impetrado por Bernardo Serna Montaño frente al Juzgado Primero Civil del Circuito de Pereira, en esta acción a la que fueron vinculados el Juzgado Segundo Civil Municipal local y José Raúl Villegas Castro.

Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5o. del Decreto 306 de 1992 y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

FERNÁN CAMILO VALENCIA LÓPEZ                    CLAUDIA MARIA ARCILA RÍOS 









� Sentencia T-052/07


� Sobre defecto sustantivo pueden consultarse las sentencias T-260/99, T-814/99, T-784/00, T-1334/01, SU.159/02, T-405/02, T-408/02, T-546/02, T-868/02, T-901/02, entre otras.


�  Sobre defecto fáctico, pueden consultarse las siguientes sentencias: T-260/99, T-488/99, T-814/99, T-408/02, T-550/02, T-054/03


�  Al respecto, las sentencias SU-014/01, T-407/01, T-759/01, T-1180/01, T-349/02, T-852/02,  T-705/02


�  Sobre el particular, pueden consultarse las sentencias: T-260/99, T-814/99, T-784/00, T-1334/01, SU.159/02, T-405/02, T-408/02, T-546/02, T-868/02, T-901/02


�  En la sentencia T – 123 de 1995, esta Corporación señaló:  "Es razonable exigir, en aras del principio de igualdad en la aplicación de la ley, que los jueces y funcionarios que consideren autónomamente que deben apartarse de la línea jurisprudencial trazada por las altas cortes, que lo hagan, pero siempre que justifiquen de manera suficiente y adecuada su decisión, pues, de lo contrario, estarían infringiendo el principio de igualdad (CP art.13). A través de los recursos que se contemplan en cada jurisdicción, normalmente puede ventilarse este evento de infracción a la Constitución”. Sobre este tema, también la sentencia T – 949 de 2003.


�  Sentencias T – 522 de 2001 y T – 462 de 2003. 
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